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Rivera Marchand, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 
 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 
 

 Comparece ante nosotros el Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico (E.L.A. o apelante), representado por la Oficina de la 

Procuradora General, y solicita la revocación de la Sentencia 

dictada el 11 de febrero de 2016 por el Tribunal de Primera 

Instancia (TPI), Sala de San Juan. Mediante el referido dictamen, el 

foro primario resolvió que los demandados renunciaron a la 

prescripción ganada sobre una reclamación de salarios interpuesta 

por 39 empleados de la Administración de Servicios y Desarrollo 

Agropecuario de Puerto Rico (ASDA) adscrita al Departamento de 

Agricultura. Superado el asunto de la prescripción, el TPI declaró 

con lugar la Demanda de los empleados.1 

                                                 
1 Los demandantes son: Angely M. Aponte Pagán; Agustina Arce Rosado; Julia 

Áviles González; Lucía Bruno Sanders; Migdalia Calcaño De Félix; Gloria E. 

Colón López; Evangelista Cruz Ortiz; Martin De Jesús Rodríguez; José Raúl Díaz 

Díaz; Nelson Feliciano Calero; Adalis Florenciani Acevedo; Mario García 

Concepción; Reinaldo García Rodríguez; Enid B. Juan Ortiz; Agustín Martínez 

Bermúdez; Juan M. Matías Rivera; Norberto Medina Vázquez; José M. Meléndez 
Vélez; Katherine Montañez Rodríguez; Máximo Olivo Martínez; Ana M. Reyes 

Pérez; José R. Rivera Colón; Jesús Rivera Fermaint; Catherine Rivera Ledesma; 

Alberto Rivera Sánchez; Jaime Rodríguez Correa; Wenceslao Rodríguez Díaz; 
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I. 

 El 30 de marzo de 2010, los aquí apelados incoaron una 

Demanda en contra de: el Secretario del Departamento de 

Agricultura de Puerto Rico y Administrador de la ASDA en su 

capacidad oficial; el E.L.A.; y la Oficina de Gerencia y 

Presupuesto.2 Alegaron que su causa de acción era la secuela del 

caso Javier Andino Gaudín y otros v. Hon. Luis Rivero Cubano y 

otros, KAC2002-5558.3 Adujeron que tenían derecho a los 

aumentos concedidos por la Ley Núm. 169-1999 y la Ley Núm. 

410-2000.4 

Según la Demanda, el asunto de la aplicación de dichas 

leyes fue resuelto en la Resolución dictada el 19 de octubre de 2007 

en Andino Gaudín. Asimismo, se alegó que los demandantes 

formaron parte de unas listas sometidas por los demandados ante 

el TPI en el referido caso donde constaban sus reclamaciones.5 

Adujeron que solicitaron la intervención en el caso de Andino 

Gaudín el 23 de diciembre de 2009, pero el TPI la denegó el 14 de 

enero de 2010 y resolvió que su reclamación debía ser atendida en 

un pleito independiente.6 Por ello, surgió la acción de epígrafe 

mediante la cual se solicitó el pago de los aumentos mencionados, 

más los intereses, penalidades y honorarios de abogado 

correspondientes.7 

El E.L.A. compareció al pleito mediante una Moción de 

desestimación parcial.8 Argumentó que las reclamaciones de 26 

                                                                                                                                     
Anselmo Rodríguez Marrero; Ángel L. Rodríguez Rodríguz; Félix Roldan García; 

Héctor Rosado Hernández; Orlando Rosario Camps; Carlos Ruiz Nazario; David 

Salinas Hernández; Teófilo Sosa Cruz; Antonia Tirado Concepción; Ricardo 
Vázquez Rivera; José Vega Rodríguez; Elizabeth Álvarez Morales. Recurso de 

apelación, Apéndice, págs. 7-8. 
2 Íd., págs. 36-42. 
3 Íd., pág. 43. 
4 Íd., pág. 44. 
5 Íd. 
6 Íd., pág. 45, 74-79. 
7 Íd., pág. 47. 
8 Íd., pág. 196. 
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demandantes estaban prescritas.9 Arguyó que había transcurrido 

el término de 3 años establecido en el Art. 1867 del Código Civil de 

Puerto Rico, 31 L.P.R.A. sec. 5297. El E.L.A. identificó a 26 

demandantes que dejaron de prestar servicios entre diciembre de 

2000 a febrero de 2007.10 Posteriormente, el E.L.A. enmendó la 

Moción de desestimación para incluir a tres demandantes, a saber: 

Elizabeth Álvarez Morales (retirada en enero de 2005), Jesús Rivera 

Fermaint y Ricardo Vázquez Rivera quienes cesaron sus labores el 

en enero y junio de 2001 respectivamente.11 

 En oposición, los demandantes argumentaron que la acción 

era de cobro de dinero y no una reclamación de salarios.12 En la 

alternativa, expresó que el reclamo de salarios fue interrumpido 

por el pleito de Andino Gaudín.13 Hicieron referencia a la Demanda, 

toda vez que allí habían alegado ser parte del caso de Andino 

Gaudín y, por tanto, haber interrumpido el término prescriptivo de 

la reclamación de salarios. Según los demandantes, dicha 

alegación se debían considerar cierta para fines de disponer de la 

moción de desestimación de conformidad con la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V.14 De igual modo, arguyeron 

que fueron incluidos en una lista presentada ante el TPI en el caso 

de Andino Gaudín y ello causó la interrupción del plazo 

prescriptivo.15 

 El TPI celebró una vista para discutir las posiciones de las 

partes respecto a la solicitud de desestimación.16 El 29 de octubre 

de 2012, por orden del foro primario, las partes sometieron una 

Moción conjunta en cumplimiento con orden del 11 de septiembre de 

                                                 
9 Íd. 
10 Íd., págs. 199-200. 
11 Íd., págs. 201-203. 
12 Íd., pág. 205. 
13 Íd. 
14 Íd., pág. 208. 
15 Íd., pág. 209. 
16 Íd., pág. 211. 
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2012.17 Las partes expusieron nuevamente su posición sobre la 

aplicación de lo resuelto en Andino Gaudín al caso de epígrafe. A 

esos efectos, los aquí apelados argumentaron que formaron parte 

de la lista sometida el 9 de octubre de 2007 en dicho pleito y ese 

hecho los acreditaba como demandantes. En cambio, la parte 

demandada adujo que: los demandantes no formaron parte del 

grupo original de demandantes en el caso de Andino Gaudín; dicho 

caso no fue certificado como un pleito de clase; la Demanda de 

Andino Gaudín no fue enmendada para incluir a los demandantes 

del caso de epígrafe y; los demandantes aquí apelados no se les 

permitió intervenir en Andino Gaudín cuando lo solicitó en el 

2009.18 

 El 5 de noviembre de 2012, el TPI dictó una Resolución 

mediante la cual resolvió que los demandantes no fueron parte del 

caso de Andino Gaudín y, por tanto, no hubo interrupción del 

término prescriptivo.19 El foro primario razonó que el TPI en 

Andino Gaudín se denegó la solicitud de certificación de pleito de 

clase. Asimismo, indicó que las listas de 768 y 1,000 personas que 

fueron sometidas posteriormente (el 7 de julio  y 3 de septiembre 

de 2004 respectivamente) en Andino Gaudín y las listas 

presentadas el 9 de octubre de 2007 no convirtieron a los apelados 

en parte del caso y fue por dicha razón que éstos solicitaron la 

intervención.20 

 Los demandantes acudieron al Tribunal de Apelaciones 

mediante recurso de certiorari y la Resolución dictada el 5 de 

noviembre de 2012 por el TPI fue revocada. Véase Angely M. 

Aponte Pagán y otros v. Hon. Javier Rivera Aquino y otros, 

KLCE201300015, resuelto el 27 de marzo de 2013.21 

                                                 
17 Íd., pág. 267. 
18 Íd., pág. 268. 
19 Íd., pág. 271. 
20 Íd. 
21 Mandato fue notificado el 28 de mayo de 2013. 
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Primeramente, el Panel Hermano resolvió que el periodo 

prescriptivo aplicable era el de 3 años establecido en el Art. 1867 

del Código Civil de Puerto Rico, supra. Segundo, concluyó que los 

demandantes debían tener la oportunidad de presentar prueba 

para demostrar la interrupción del término prescriptivo. Sobre este 

aspecto, el Panel Hermano expresó: 

En síntesis lo que está alegando el peticionario es 
que “la Sentencia Declaratoria de 2005 y la Resolución 
de 2006 en ese caso anterior, las listas sometidas el 9 

de octubre de 2007, las reuniones durante el 2009 y la 
carta  de 10 de diciembre [de 2009] constituyen una 

interrupción extrajudicial”. Lo que puede  resultar 

cierto para algunos de los demandantes. 

Igualmente, nos llama fuertemente la atención el 
contenido de las alegaciones de la demanda y el 
contenido de los escritos del peticionario, que 

demuestra que algunos de los co-demandantes 
buscaron activamente formar parte del caso de Andino 
Gaudín. Alegan (sic) el peticionario que el abogado de 
la parte demandante de Andino Gaudín obtuvo la 

autorización de los empleados demandantes, para que 
los representara y uniera al caso. Exponen que 
enviaron al menos una carta a la ASDA solicitando 

formar parte del caso y ser incluidos en las lista de 
pago y sostuvieron reuniones con funcionarios de 

ASDA. Igualmente sostiene el peticionario que ASDA 
hizo investigaciones en cuanto al grupo de empleados 
que alega no haber recibido el aumento”, por lo que 

quedó enterado del reclamo de los peticionarios. 
También notamos que un grupo de los demandantes 

de este caso alegadamente trabajaban en ASDA en el 
2008 y “recibieron” el pago concedido por las Leyes 
Núm. 169 y 410. Por lo que surge del expediente que 

muchos de los co-demandantes peticionarios se 
mantuvieron activos desde las tempranas etapas del 
procedimiento de Andino Gaudín y muy bien pudieron 

interrumpir el término de tres años. Lo menos que 
podía hacer el Foro de Instancia era concederle una 

oportunidad de presentar evidencia que justifique su 

petición.22 

 Devuelto el caso al TPI, la parte demandante presentó una 

Solicitud de sentencia sumaria el 12 de junio de 2015.23 En la 

moción, los demandantes indicaron que la parte demandada no 

contestó un pliego de interrogatorios, un requerimiento de 

admisiones y un requerimiento de documentos. El TPI dio por 

admitido el requerimiento de admisiones el 19 de mayo de 2015 

                                                 
22 Íd., pág. 277. 
23 Íd., pág. 279. 
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tras la parte demandada allanarse.24 En relación a los hechos 

pertinentes al asunto de la prescripción, los demandantes 

arguyeron que era un hecho incontrovertido el conocimiento de la 

parte demandada sobre el reclamo de los empleados desde el 

2002.25 Añadieron que le solicitaron a la parte demandada ser 

incluidos en el cumplimiento de la sentencia en Andino Gaudín.26 

Por último, indicó que era un hecho incontrovertible la existencia 

de los demandantes en las listas de empleados sometidas el 9 de 

octubre de 2007 en el pleito de Andino Gaudín.27 Para sostener sus 

determinaciones de hechos, los demandantes se refirieron al 

requerimiento de admisiones que el TPI dio por admitido, la 

Sentencia declaratoria dictada en el 2005 en Andino Gaudín y la 

Resolución dictada en el 2006 en el mismo caso.28 

 La parte demandada se opuso a la Solicitud de sentencia 

sumaria y reiteró su posición sobre el asunto de la prescripción. 

Argumentó que la Solicitud de sentencia sumaria guardaba silencio 

sobre la interrupción del periodo prescriptivo y no había expresión 

alguna al respecto en el requerimiento de admisiones dado por 

admitido.29 En ese sentido, expuso que los demandantes no 

cumplieron con el mandato del Tribunal de Apelaciones al no 

presentar prueba acerca de la interrupción de la prescripción.30 En 

la oposición, la parte demandada enumeró unos hechos 

estipulados que, a su vez, fueron reseñados en la Sentencia del 

Panel Hermano, a saber: 

1.  El 30 de agosto de 2002 se presentó la Demanda 

Javier Andino- Gaudín vs. Hon. Luis Rivera Cubano, 

KAC 2002-5558 (en adelante “Javier Andino”). 

2.  El 8 de mayo de 2003, la parte demandante radicó 

una “Moción para Solicitar Certificación de Clase”.   

                                                 
24 Íd.; Autos originales, Tomo 3, págs. 103-120. 
25 Íd., pág. 281. 
26 Íd. 
27 Íd. págs. 280-281. 
28 Íd. 
29 Íd., pág. 409. 
30 Íd. 
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3.  El 24 de junio de 2003 el Tribunal emitió una 
Resolución, notificada el 27 de junio de 2003, en la 

que declaró no ha lugar la solicitud de certificación de 

clase. 

4.  El 14 de junio de 2003, el Estado radicó una “Moción 
Solicitando se Aclare Resolución, en referencia a la 

Resolución emitida el 24 de junio de 2003 y 
requiriendo aclarar “que los demandantes en el caso 
de autos son aquellos cuyos nombres aparecen en el 

epígrafe de la Demanda.”  Se identificaron 21 

demandantes en la Moción por nombre y apellidos.   

5.  El 22 de julio de 2003 el Tribunal dictó la Orden que 
lee: “Ha Lugar como aquí se expone”, en cuanto a la 

Moción Solicitando Aclaración.   

6.  El 3 de septiembre de 2003 se notificó una Orden 

declarando no ha lugar la solicitud de reconsideración 
de la parte demandante en cuanto a la denegación de 

la certificación de clase.   

7.  El 7 de julio de 2004 la parte demandante radicó la 

“Moción Acompañando Listado de Empleados de ASDA 
han Autorizado por Escrito a Javier Andino-Gaudín y 
al Lcdo. Francisco R. González a representarlos en este 

Caso”.  Se incluyó una lista con 768 personas.   

8.  El 3 de septiembre de 2004 la parte demandante 

radicó la “Moción Acompañando Lista de Empleados 
de ASDA han Autorizado por Escrito a Javier Andino-

Gaudín y al Lcdo. Francisco R. González a 
representarlos en este Caso”.  Se incluyó una lista con 

1,000 personas.   

9.  El 9 de octubre de 2007 la parte demandante radicó la 
“Moción en Cumplimiento de Orden de Radicar Listado 

de Beneficiarios por las Partes, Aclarando los Informes 
de la ASDA e Incluyendo Informe Enmendado por los 

Demandantes”.   

10.  El 19 de octubre de 2007 el tribunal emitió una 

Resolución, notificada el 11 de diciembre de 2007, en 
cuanto a los demandantes que se identificaban en las 
listas que se incluyeron como anejos (1-4) de la Moción 

en Cumplimiento de Orden presentada  por los 

demandantes el 9 de octubre de 2007.    

11.  El 19 de octubre de 2007 el Tribunal emitió 
Sentencia Parcial, notificada el 11 de diciembre de 

2007, desestimando la reclamación los demandantes 
identificados en el anejo de Moción de Cumplimiento 

de Orden de 9 de octubre de 2007, presentada el 15 de 
octubre de 2007, “…quienes comenzaron a laborar en 
la agencia concernida pasado 1 de febrero de 2000…” 

según la Sentencia.   

12.  El 12 de diciembre de 2007 el Tribunal dictó 

Sentencia notificada el 4 de enero de 2008.   

13.  El 25 de marzo de 2009 la parte demandante radicó 

una “Moción Informativa Urgente Incluyendo Listado 
de Demandantes”.  En ésta indicó que “durante la 

reunión sostenida el 16 de marzo de 2009 entre este 
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Honorable Tribunal, las Partes y representantes de las 
Unidades de Finanzas y Cuentas del Tribunal de 

Primera Instancia de San Juan, este Tribunal 
determinó que carecía de jurisdicción sobre los 

empleados de ASDA que no figuraban en la Demanda, 
por lo que la orden de pago del Tribunal aplicaría 
solamente a los demandantes que figuran como parte 

en este caso”.  Finalizó indicando que “por tal razón 
anejamos a la presente moción el listado final de 
Demandantes incluidos en el caso de marras”.  En 

dicho listado final de Demandantes no aparecen los 

demandantes incluidos en el presente caso.   

14.  El 23 de diciembre de 2009 la parte demandante 
radicó la “Moción en Cumplimiento de Orden y en 

Solicitud de Orden” con la que solicitó la intervención 

de 37 personas en el caso.   

15.  El 14 de enero de 2010 el Tribunal dictó Resolución 
declarando no ha lugar la solicitud de intervención y 

determinando que “este caso se adjudicó mediante 
Sentencia que ya es firme. Los derechos de los 
interventores tienen que reclamarse en un pleito 

independiente”.31 

La parte demandada también aceptó que no estaba en 

controversia que: los demandantes eran empleados públicos entre 

el 1 de enero de 1999 y el 1 de enero de 2001; los demandantes no 

recibieron la modificación salarial entre enero de 1999 y febrero de 

2001 y; los demandantes no recibieron el aumento establecido por 

la Ley Núm. 169-1999 y la Ley Núm. 410-2000 antes del 1 de julio 

de 2008.32 Argumentaron que los demandantes no formaron parte 

de todas las listas de empleados sometidas en el caso de Andino 

Gaudín aun cuando dicho hecho se dio por admitido al no 

contestarse el requerimiento de admisiones.33 A esos fines, la parte 

demandada explicó que el hecho propuesto por los demandantes 

era contrario a las estipulaciones alcanzadas previamente en el 

presente pleito, en particular la estipulación número 13.34 

Respecto a la imputación de conocimiento, la parte 

demandada manifestó que el hecho dado por admitido era 

insuficiente para atender el planteamiento de prescripción, pues 

                                                 
31 Íd., págs. 273-274 y 439-440. 
32 Íd., pág. 440-441. 
33 Íd., pág. 441. 
34 Íd. 
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no podía colegirse el cómo y cuándo del acto interruptor.35 

También impugnaron la admisión sobre el alegado acuerdo 

alcanzado en Andino Gaudín sobre reservarse el derecho de 

atender los casos particulares dentro del mismo caso, pues arguyó 

que solo aplicaba a las partes del caso y los aquí apelados no 

formaron parte.36 Acerca la solicitud de pago de la sentencia, la 

parte demandada expresó que no fue una gestión a la agencia, sino 

la solicitud de intervención en el pleito de Andino Gaudín la cual 

fue denegada el 14 de enero de 2010. Por todo lo anterior, la 

posición de la parte demandada fue que los demandantes no 

tenían prueba acerca de la interrupción del término y no 

cumplieron con lo requerido por el Tribunal de Apelaciones.37 Por 

último, indicó que dar por admitido el requerimiento de admisiones 

no constituyó una renuncia a la defensa de prescripción.38 

Los demandantes presentaron una Réplica a oposición a 

solicitud de sentencia sumaria mediante la cual expusieron que la 

parte demandada aceptó la validez de la reclamación y renunció al 

término prescriptivo o, en la alternativa, el mismo fue 

interrumpido.39 La parte demandada presentó una dúplica 

reiterando sus planteamientos previos. El 11 de febrero de 2016, el 

TPI dictó Sentencia mediante la cual condenó a la parte 

demandada a pagar el dinero adeudado más los intereses por mora 

correspondientes.40 Para ello, el TPI tomó conocimiento judicial de 

los incidentes procesales del caso Andino Gaudín.41 

El foro primario consideró como hecho incontrovertido que 

los demandantes tenían derecho a los beneficios de la Ley Núm. 

                                                 
35 Íd., pág. 412. 
36 Íd., pág. 412. 
37 Íd., págs. 442-443. 
38 Íd., pág. 448. 
39 Íd., pág. 419. 
40 Íd., pág. 19. 
41 Íd., pág. 15. 
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169-1999 y la Ley Núm. 410-2000.42 En relación con la defensa de 

prescripción, el TPI determinó que la parte demandada reconoció la 

deuda existente para aquellos empleados cuya prescripción no se 

había consumado y la parte demandada renunció a la defensa de 

prescripción respecto a aquellas reclamaciones prescritas, todo a 

base de los pronunciamientos previos contenidos en la Sentencia 

dictada el 12 de diciembre de 2007 en Andino Gaudín.43 En 

particular expresó lo siguiente: 

En la Sentencia de 4 de enero de 2008 en Andino 

Gaudín se declaró que “las cantidades principales 
especificas a las que tienen derecho por estipulación 
cada una de las partes identificados, surgen del 

anejo de moción en cumplimiento de orden presentado 
el 9 de octubre de 2007, el que se incorpora por 

referencia, tal como el mismo se discutió ampliamente 
en la vista celebrada esa misma fecha”. La Parte 
Demandada nunca solicitó que esa Sentencia se 

reconsiderara, enmendara o revocara. Esa Sentencia 

es final y firme. (Énfasis nuestro).44 

 El TPI tomó en consideración que los demandantes del caso 

de epígrafe fueron identificados en la lista adoptada por la 

Sentencia dictada en Andino Gaudín y la parte demandada estipuló 

en dicho pleito que las personas enumeradas en la lista tenía 

derecho a los beneficios de la Ley Núm. 169-1999 y la Ley Núm. 

410-2000.45 Asimismo, razonó que se renunció a la defensa de 

prescripción y se estableció el derecho de los demandantes al 

reclamo, porque la parte demandada estipuló la validez y la 

cuantía de cada una de las reclamaciones de cada uno de los 

empleados en el caso previo.46 

 El TPI descartó el argumento de la parte demandada 

respecto a la invalidez de la estipulación acogida en Andino Gaudín 

a favor de las personas que no fueron parte. Para ello, el foro 

primario indicó que el reconocimiento de deuda “como renuncia de 

                                                 
42 Íd. 
43 Íd., pág. 16 7 18. La Sentencia fue dictada el 12 de diciembre de 2007 y 

notificada el 4 de enero de 2008. 
44 Íd. 
45 Íd., pág. 17. 
46 Íd. 
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la prescripción” ocurre en muchas ocasiones de manera 

extrajudicial. (Énfasis nuestro).47 Asimismo, indicó que de 

entender que la estipulación sobre las listas de 9 de octubre de 

2007 tuvo un efecto interruptor del término prescriptivo, la 

reclamación de epígrafe fue oportuna por haberse instado el 30 de 

marzo de 2010.48 Finalmente, el TPI procedió a indicar las 

cantidades de dinero adeudadas a las partes y declaró ha lugar la 

Demanda.49 

 Insatisfecho con el dictamen, la parte demandada solicitó 

reconsideración y, con el beneficio de la oposición de los 

demandantes, el foro primario la denegó.50 No conforme con el 

resultado, el E.L.A. acudió ante nosotros y formuló los siguientes 

señalamientos de error, a saber: 

 Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
dictar sentencia sumaria en contra el Departamento 

de Agricultura. 

 Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
concluir que la inclusión de los demandantes y 
apelados en las listas de la Moción en cumplimiento de 

orden de 9 de octubre de 2007 en el caso de Andino 
Gaudín equivale a una estipulación, por lo tanto, el 

reconocimiento del demandado de las cantidades que 

se les debía y una renuncia a la prescripción. 

 Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar 
que la parte demandada y apelante está impedida de 

levantar la defensa de prescripción en esta etapa de 
los procedimientos por las doctrinas de renuncia de 

prescripción y abuso del poder. 

 La parte apelada compareció en oposición y, en esencia, 

ambas partes repiten las argumentaciones que fueron presentadas 

ante el TPI. La parte apelante solo añadió que la inclusión de los 

apelados en las listas sometidas el 9 de octubre de 2007 en Andino 

Gaudín fue una inadvertencia y no contaba con la autorización, 

conocimiento y aprobación del “deudor”. Resolvemos. 

II. 

                                                 
47 Íd. 
48 Íd., pág. 18. 
49 Íd., págs. 18-19. 
50 Íd., págs. 20-35. 



 
 

 
KLAN201600656 

 

12 

A. La sentencia sumaria 

La Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, provee 

el mecanismo procesal de la sentencia sumaria. El propósito 

principal de la sentencia sumaria es favorecer la solución justa, 

rápida y económica de los pleitos civiles que no presentan 

controversias genuinas o reales sobre hechos materiales, por lo 

que resulta innecesaria la celebración de un juicio. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 D.P.R. 200, 212 (2010). En estos casos, los 

tribunales sólo tienen que dirimir cuestiones relativas a 

controversias de derecho. Mejías v. Carrasquillo, 185 D.P.R. 288, 

299 (2012). En ese sentido, el mecanismo de la sentencia sumaria 

es útil para agilizar el proceso judicial y aliviar la carga de trabajo 

de los tribunales. Zapata Berríos v. J.F. Montalvo Cash & Carry, 

Inc., 189 D.P.R. 414, 430 (2013). 

Sin embargo, la regla general dispone que la sentencia 

sumaria no procede ante la existencia de controversia sobre 

hechos esenciales materiales, o si la controversia del caso está 

basada en elementos subjetivos como: intención, propósitos 

mentales, negligencia o credibilidad. Rivera Rodríguez v. Rivera 

Reyes, 168 D.P.R. 193, 212 (2006); Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 

D.P.R. 294, 301 (1994). Existen casos que no se deben resolver 

mediante sentencia sumaria, porque resulta difícil reunir la verdad 

de los hechos mediante declaraciones juradas o deposiciones. 

Jusino v. Walgreens, 155 D.P.R. 560, 579 (2001). De igual modo, 

no es apropiado resolver por la vía sumaria “casos complejos o 

aquellos en los que estén presentes cuestiones de interés público”. 

Jusino v. Walgreens, Íd., pág. 579. 

De no estar presentes las limitaciones antes descritas, la 

sentencia sumaria puede utilizarse para disponer del caso respecto 

a cualquier parte o sobre la totalidad de la reclamación solicitada. 

Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.1; 
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Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 213. Este mecanismo lo 

puede usar el reclamante o la parte que se defiende de una 

reclamación. Véanse 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.1; 32 L.P.R.A. Ap. V, 

R. 36.2; S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, 184 D.P.R. 

133, 165 (2011). 

Un hecho material esencial es aquel que podría afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo al derecho sustantivo 

aplicable. S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, supra, pág. 

167. Al atender el ruego sumario, los tribunales considerarán las 

alegaciones, las deposiciones, las contestaciones a los 

interrogatorios y las admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas que se produzcan. Los tribunales no tendrán 

que limitarse a los hechos o a los documentos que se produzcan en 

la solicitud y pueden considerar todos los documentos en el 

expediente, pero no están obligados. Véanse Zapata Berríos v. J.F. 

Montalvo Cash & Carry, Inc., supra, pág. 433; Const. José Carro, 

S.E. v. Municipio Autónomo de Dorado, 186 D.P.R. 113, 130 (2012). 

Al considerar la solicitud, se deben asumir ciertos los hechos 

no controvertidos que se encuentran sustentados por los 

documentos que presenta el promovente. E.L.A. v. Cole, 164 D.P.R. 

608, 626 (2005). La inferencia razonable que pueda surgir de los 

hechos y de los documentos se debe interpretar en contra de quien 

solicita la sentencia sumaria, pues sólo procede si bajo ningún 

supuesto de hechos prevalece el promovido. Íd., pág. 625. La parte 

que se oponga deberá demostrar que existe una controversia de 

hechos y, como regla general, deberá presentar las 

contradeclaraciones y los documentos que refuten los del 

promovente. Íd. La parte contra la que se solicite el mecanismo 

sumario no debe cruzarse de brazos, pues se expone a que se acoja 

la solicitud y se resuelva en su contra. Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, págs. 214-215. 
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El Tribunal Supremo de Puerto Rico estableció los criterios 

de revisión apelativa ante una sentencia sumaria. Carlos Iván 

Meléndez González y otros v. M. Cuebas, Inc. y otros, 2015 TSPR 

70, 193 D.P.R. ____. Los criterios son los siguientes: (1) el tribunal 

apelativo no puede tomar en consideración prueba no presentada 

ante el nivel de instancia; (2) el tribunal apelativo no puede 

adjudicar hechos materiales en controversia; (3) la revisión 

apelativa es de novo; (4) se debe examinar el expediente de la 

manera más favorable hacia quien se opone a la solicitud de 

sentencia sumaria; (5) se debe observar que las mociones cumplan 

con los requisitos de la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y lo 

discutido en SLG Zapata-Rivera; (6) debe exponer los hechos 

materiales controvertidos y los incontrovertidos si lo hubiese51; y 

(7) ante un caso donde no existan hechos materiales en 

controversia, el tribunal apelativo procederá a revisar de novo si el 

TPI aplicó correctamente el Derecho. Íd. 

B. Prescripción de la reclamación de salarios estatales 

La prescripción es un asunto de derecho sustantivo y no 

procesal. García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 174 D.P.R. 138, 147 

(2008); Padín v. Cía. Fom. Ind., 150 D.P.R. 403, 410 (2000), citando 

a Vega v. J. Pérez & Cía, Inc., 135 D.P.R. 746 (1994) y Olmo v. 

Young & Rubicam of P.R., Inc., 110 D.P.R. 740 (1981). El objetivo de 

la figura de la prescripción es imprimirle certeza a las relaciones 

jurídicas y castigar la inacción de aquella parte que no ejerce su 

derecho. Arce Bucetta v. Motorola, 173 D.P.R. 516, 536 (2008). El 

transcurso ininterrumpido del término prescriptivo levanta una 

presunción de abandono y es una manera de extinguir las 

obligaciones. Íd. 

                                                 
51 El Tribunal Supremo expresó que “[e]sta determinación puede hacerse en la 
Sentencia que disponga del caso y puede hacer referencia al listado numerado 

de hechos incontrovertidos que emitió el foro primario en su Sentencia”. Carlos 
Iván Meléndez González y otros v. M. Cuebas, Inc. y otros, 2015 TSPR 70, 193 

D.P.R. ____. 
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A la reclamación salarial estatal le aplica el término 

prescriptivo de tres años que dispone el Art. 1867 del Código Civil 

de Puerto Rico, supra. Aponte v. Srio. de Hacienda, E.L.A., 125 

D.P.R. 610, 621-622 (1992). El plazo trienal en reclamaciones de 

salarios comienza a transcurrir desde que se deja de prestar el 

respectivo servicio. Íd., pág. 622. Se considera haber dejado de 

prestar los servicios cuando: cesa de trabajar para el patrono; 

interrumpe sus servicios por un periodo de tiempo sin explicación 

para ello aunque el patrono lo vuelva a emplear y; sin dejar de 

trabajar para el patrono, se opera una novación del contrato por 

motivos de cambios sustanciales en la naturaleza de los servicios 

que el obrero venía prestándole. Íd., págs. 622-623. 

Una vez comienza a computarse el periodo de prescripción, 

las acciones pueden interrumpirse mediante su ejercicio ante los 

tribunales, una reclamación extrajudicial o por el reconocimiento 

de la obligación por parte del deudor. Alcides Díaz Santiago v. 

International Textiles Products of Puerto Rico y otros, 2016 TSPR 

136, 195 DPR ____; García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 174 D.P.R. 

138, 148 (2008); Art. 1873 del Código Civil de Puerto Rico, 31 

L.P.R.A. sec. 5303. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que “[l]o importante al considerar cuándo se interrumpe 

un término prescriptivo es que la parte demandada quede 

adecuadamente avisada de la existencia de una reclamación y de 

la persona o grupo de personas que la comparten”. Arce Bucetta v. 

Motorola, supra, pág. 537. 

Una reclamación judicial interrumpe el término prescriptivo 

aunque se presente ante un foro sin jurisdicción. Durán Cepeda v. 

Morales Lebrón, 112 D.P.R. 623, 630 (1982). La presentación de 

una demanda tiene un efecto duradero, por consiguiente, el nuevo 

término comienza “cuando termina efectivamente la acción 

ejercitada”. Suárez Ruíz v. Figueroa Colón, 145 D.P.R. 142, 151 
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(1998). Distinto ocurre con una reclamación extrajudicial cuyo 

efecto interruptor es instantáneo, por lo tanto, el nuevo término 

comienza a transcurrir en el mismo momento. Íd. Con la 

interrupción del término de prescripción, comienza a transcurrir 

un nuevo término para hacer valer sus derechos. Arce Bucetta v. 

Motorola, supra; De Jesús v. Chardón, 116 D.P.R. 238, 245 (1985).  

En el caso particular de la solicitud de certificación de pleitos 

de clases, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que el 

nuevo término prescriptivo, para efectos de reclamaciones 

individuales, comienza a transcurrir con la denegatoria de la 

certificación. Arce Bucetta v. Motorola, supra, pág. 536, citando a 

González v. Merk, 166 D.P.R. 659, 684 (2006) y Castillo v. Mun. de 

San Juan, 130 D.P.R. 683 (1992). La interrupción del término, 

causada por la solicitud de certificación de pleito clase, favorece a 

aquellas personas que son demandantes y a los potenciales 

demandantes miembros de la clase aun cuando éstos últimos 

desconozcan de los procedimientos. Arce Bucetta v. Motorola, 

supra, págs. 535-536. El Tribunal Supremo fue claro en establecer 

que denegada la certificación, las personas tienen un nuevo plazo 

de prescripción para entablar la reclamación correspondiente de 

manera independiente. Íd., pág. 536. 

Por otro lado, la prescripción como defensa puede ser 

renunciada. Esta situación fue reseñada por el Tribunal Supremo 

de Puerto Rico en una Sentencia emitida en Plaza de Descuentos v. 

E.L.A., 178 D.P.R. 777, 788 (2010). Dicho foro expresó: 

No estamos frente a un término prescriptivo que 
renació,  cuestión  que ocurre cuando la parte 

favorecida con la prescripción ganada renuncia a su 
derecho de invocar esta defensa. L. Diez-Picazo, La 
prescripción extintiva: en el Código Civil y en la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo, 2da ed., Madrid, 
Ed. Thomson Civitas, 2007, pág. 144. Estos supuestos 

de renacimiento del derecho ocurren cuando el 
derecho se encuentra prescrito. Íd. También es 

diferente el caso de la interrupción, pues ésta supone 
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un derecho que se encuentra en curso de prescribir y 

no ha prescrito. Íd. (Citas en el original). 

Las expresiones persuasivas del Tribunal Supremo 

encuentran apoyo en el Art. 1835 del Código Civil de Puerto Rico, 

31 L.P.R.A. sec. 5246. Dicho estatuto establece: “[l]as personas con 

capacidad para enajenar pueden renunciar la prescripción ganada; 

pero no el derecho de prescribir para lo sucesivo. Entiéndase 

tácitamente renunciada la prescripción cuando la renuncia resulta 

de actos que hacen suponer el abandono del derecho adquirido”. 

(Énfasis nuestro). La disposición legal citada proviene del Art. 

1.935 del Código Civil Español. Diez-Picazo define la prescripción 

ganada como “aquella situación en que ha transcurrido ya en su 

totalidad el tiempo de prescripción y en que, por tanto, no es 

posible el fenómeno de interrupción, que presupone una 

prescripción todavía en curso”. Diez-Picazo, op. cit., pág. 191. 

La renuncia a una prescripción ganada es un acto unilateral 

y significa “colocar las cosas en el momento y en la situación en 

que se encontraban cuando el derecho había surgido”. Íd., págs. 

192-193. En el caso de la prescripción extintiva, como el de autos, 

el estatuto exige que el renunciante consienta a “que siga vivo 

frente a él en el derecho anteriormente existente” y, por tanto, la 

capacidad exigida es la general de obligarse. Íd., pág. 193. De otra 

parte, es importante distinguir la renuncia de la prescripción 

ganada de la futura, según instituida en el Art. 1.935 del Código 

Civil Español. Manresa nos ilustra al respecto al expresar lo 

siguiente: 

No sucede lo mismo con la prescripción ya ganada, 
porque entonces existe creado un derecho de orden 
puramente particular o privado, cuya subsistencia 

únicamente interesa al que hubiere adquirido ese 
derecho [prescripción], y no afectando al derecho 

público o al interés social puede renunciarle, como 
cualquier otro derecho que forme parte de su peculiar 
patrimonio, sin que por ello pueda causarse perjuicio 

alguno a la sociedad. 
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 .         .        . . . . .         . 

Para la validez de la renuncia se requiere que el 
derecho renunciado [prescripción] esté ya adquirido y 

haya entrado en el patrimonio del renunciante. 

J. M. Manresa y Navarro, Comentarios al Código Civil 
Español, Tomo XII, 6ta ed. revisada, Madrid, Ed. Reus, 

S.A., 1973, pág. 1039. 

Finalmente, es preciso hacer unos breves apuntes sobre la 

solicitud de intervención. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que la moción de intervención en una etapa posterior a 

la sentencia generalmente no se concede y, más aun, cuando la 

sentencia fue ejecutada. Westerband v. Tribunal Superior, 96 

D.P.R. 371, 394 (1968) (Opinión concurrente del Juez Asociado 

Blanco Lugo); Mercado Riera v. Tribunal Superior, 89 D.P.R. 276, 

281 (1963); Gerena v. Lamela, 79 D.P.R. 578, 580 (1956). La 

excepción se configura cuando el solicitante queda obligado por la 

sentencia si no se concede la intervención. Íd. A esos efectos, es 

preciso mencionar que las sentencias surten efecto y fijan 

responsabilidad contra la persona que forma parte en el proceso 

judicial. Nieves Díaz v. González Massas, 178 D.P.R. 820, 859 

(2010). 

III. 

En el presente caso, debemos resolver si actuó correctamente 

el TPI al resolver que la Demanda fue incoada oportunamente. La 

contención principal de la parte apelante es que las reclamaciones 

de los empleados que dejaron de prestar servicios entre junio de 

2000 y febrero de 2007 estaban prescritas toda vez que la 

Demanda fue instada el 30 de marzo de 2010. Las fechas del cese 

de funciones o servicios prestados no están en controversia. La 

cuestión de umbral planteada por las partes versa sobre la 

corrección de la decisión del TPI que entendió renunciada la 

prescripción ganada, en algunos casos por el E.L.A. al 9 de octubre 

de 2007, e interrumpida por reconocimiento de deuda para otros. 
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 Hemos examinado con detenimiento el expediente del caso de 

epígrafe y los autos originales de Andino Gaudín. De modo que nos 

dimos la tarea de evaluar caso a caso las reclamaciones de los 39 

demandante-apelados que forman parte del caso de autos. Al así 

hacerlo, es fácil constatar que no estamos ante un grupo 

homogéneo de reclamantes, sino ante cuatro grupos de empleados 

(A,B,C,D) cuyos nombre aparecen a las listas presentadas en 

octubre de 2007, que cesaron labores en fechas distintas y a los 

cuáles no les aplican las mismas figuras jurídicas. A continuación 

veremos que hay un grupo de empleados cuyas situaciones se 

deben analizar al amparo de la doctrina de prescripción ganada y 

otro conforme a la excepción de reconocimiento de deuda. 

Asimismo, existe el caso particular de la Sra. Elizabeth Álvarez 

Morales quien no apareció en ninguna de las listas que la apelante 

presentó en el caso de Andino Gaudín. 

El 30 de agosto de 2002 fue presentada la demanda por el 

señor Andino Gaudín y otros empleados mediante la cual 

solicitaron la certificación de clase. La certificación de clase fue 

denegada el 24 de junio de 2003 y fue notificada 3 días después. 

Existe un grupo de empleados que cesaron sus labores antes de la 

solicitud de certificación de clase presentada en Andino Gaudín y de 

la adjudicación correspondiente. Este grupo lo denominaremos 

Grupo A.52 Estos son a saber: (1) Angely M. Aponte Pagán, (2) 

Agustina Arce Rosado, (3) Julia Avilés González, (4)  Migdalia 

Calcaño De Félix, (5) Martín De Jesús Rodríguez, (6) Norberto 

Medina Vázquez, (7) José M. Meléndez Vélez, (8) Katherine 

Montañez Rodríguez, (9) Ana M. Reyes Pérez, (10) José R. Rivera 

Colón, (11) Ángel L. Rodríguez Rodríguez, (12) Carlos Ruiz Nazario, 

(13) David Salinas Hernández, (14) Teófilo Sosa Cruz, (15) Antonia 

Tirado Concepción y (16) Ricardo Vázquez Rivera. Para el Grupo A, 

                                                 
52 Véase determinación de hecho número 31 de la Sentencia 
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el término prescriptivo se extendió hasta el 27 de junio de 2006 y, 

ante la ausencia de un acto interruptor, sus casos deben 

examinarse a la luz de la doctrina de prescripción ganada. 

El próximo grupo de empleados que identificamos como 

Grupo B  son aquellos que cesaron funciones luego de adjudicada 

la solicitud de certificación de clase (27 de junio de 2003) y 

transcurrieron 3 años sin interrumpir el término prescriptivo de 

conformidad con el Art. 1873 del Código Civil, supra. El Grupo B, 

según la lista incluida en la determinación de hecho número 31, 

está compuesto por: (1) Reinaldo García Rodríguez, (2) Máximo 

Olivo Martínez y (3) Félix Roldán García. El término prescriptivo de 

las reclamaciones de estos empleados expiró antes de la 

presentación de las listas sometidas en Andino Gaudín (9 de 

octubre de 2007). Ante la ausencia de un acto interruptor, los 

casos del Grupo B deben examinarse a la luz de la doctrina de 

prescripción ganada. 

El siguiente grupo de empleados es el Grupo C y son quienes 

cesaron sus labores y durante el término de 3 años para instar su 

reclamación, el E.L.A. presentó las listas en el caso de Andino 

Gaudín (el 9 de octubre de 2007). El Grupo C, según la lista 

incluida en la determinación de hecho número 31, está compuesto 

por: (1) Lucía Bruno Sanders, (2) Gloria E. Colón López, (3) 

Evangelista Cruz Ortiz, (4) Mario García Concepción, (5) Juan M. 

Matías Rivera, (6) Jaime Rodríguez Correa, (7) Orlando Rosario 

Camps y (8) José Vega Rodríguez. En la situación del Grupo C la 

cuestión a examinarse es si las listas presentadas el 9 de octubre 

de 2007 en Andino Gaudín interrumpieron el término prescriptivo. 

El resto de los empleados los denominaremos Grupo D y son 

aquellos cuyas reclamaciones fueron interpuestas dentro del plazo 

prescriptivo original, a saber: (1) José Raúl Díaz Díaz, (2) Nelson 

Feliciano Calero, (3) Adalis Florenciani Acevedo, (4) Enid B. Juan 
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Ortiz,  (5) Agustín Martínez Bermúdez, (6) Jesús Rivera Fermaint, 

(7) Catherine Rivera Ledesma, (8) Alberto Rivera Sánchez, (9) 

Wenceslao Rodríguez Díaz, (10) Anselmo Rodríguez Marrero y 

(11)Héctor Rosado Hernández. Los primeros empleados de esta lista 

que cesaron funciones fueron Agustín Martínez Bermúdez y 

Anselmo Rodríguez Marrero, ambos el 31 de agosto de 2007. La 

Demanda fue presentada el 30 de marzo de 2010 y, en 

consecuencia, fue oportuna. Sobre estos empleados no hay nada 

que resolver en la etapa apelativa y la parte apelante no solicitó la 

desestimación. 

Pasamos a exponer nuestro análisis sobre el Grupo A y B a 

los fines de determinar si aplica la doctrina de prescripción ganada. 

No está en controversia que el Grupo A fue miembro de la 

clase cuya certificación le fue solicitada al TPI en el caso de Andino 

Gaudín. Es un hecho incontrovertido que dicha solicitud de 

certificación de pleito de clase fue notificada el 27 de junio de 2003. 

De conformidad con los pronunciamientos reiterados en Arce 

Bucetta, la denegatoria de la solicitud de certificación del pleito de 

clase tuvo el efecto de concederle al Grupo A un nuevo plazo de 

prescripción para instar sus reclamaciones de manera 

independiente aun cuando no formó parte del caso Andino Gaudín 

en etapas posteriores.53 El nuevo periodo de prescripción expiraba 

el 27 de junio de 2006. El Grupo B son tres reclamaciones, a saber: 

el Sr. Reinaldo García Rodríguez que tenía hasta el 30 de junio de 

2006 para instar su reclamación; el Sr. Máximo Olivo Martínez que 

tenía hasta el 31 de enero de 2007 y; el Sr. Félix Roldán García que 

tenía hasta el 31 de julio de 2007.54 

 

                                                 
53 Recurso de apelación, Apéndice, pág. 4. 
54 Véase determinación de hecho  número 31 mediante la cual se incluye  en una tabla con los 

nombres de los empleados y las  fechas cuando cesaron funciones entre otros. 
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Dentro de los términos prescriptivos mencionados, según las 

determinaciones de hecho de la Sentencia apelada, surgieron los 

siguientes eventos: dos mociones con listas de empleados de la 

ASDA que autorizaban al señor Andino Gaudín y al Lcdo. Francisco 

R. González a ser representados en el caso Andino Gaudín (la 

primera moción incluyó una lista de 768 empleados y la segunda 

una de 1,000) y; una Sentencia declaratoria, dictada en el año 

2005, mediante la cual el TPI resolvió que los empleados de la 

ASDA tenían derecho al pago de la diferencia entre cualquier 

aumento salarial –producto de leyes especiales, revisión de planes 

de retribución o escalas salariales, aumentos por mérito o 

cualquier otro tipo de aumento- y el aumento salarial establecido 

en la Ley Núm. 410-200, según enmendada por la Ley Núm. 431-

2000.55 

 En relación con el Grupo A y B, no encontramos ninguna 

determinación de hecho del TPI que apunte a la interrupción de los 

plazos prescriptivos. Las listas sometidas en julio y septiembre de 

2004 no incluyeron a los empleados del Grupo A ni del B. Por lo 

tanto, resulta forzoso concluir que el término del Grupo A y del B 

para reclamar sus salarios no fue interrumpido con las listas 

sometidas en julio y septiembre de 2004. 

El próximo evento judicial al que hizo referencia la parte 

apelada y el TPI fue la Sentencia declaratoria dictada en el 2005. 

Sin embargo, el referido dictamen no fue un reclamo concreto de 

todos los empleados de la ASDA. La certificación del pleito de clase 

fue denegada y el TPI limitó los efectos de la sentencia a los 

demandantes que aparecían en las listas provistas por las partes y 

aquellas personas que autorizaron al abogado del señor Andino 

Gaudín a tramitar sus reclamos.  

                                                 
55 Íd., págs. 295-298. 
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La Sentencia declaratoria pautó la obligación que debía 

cumplir la parte demandada para con todos los empleados de la 

ASDA, pero eran éstos quienes debían reclamarlo de manera 

oportuna. Así lo reconoció el abogado del señor Andino Gaudín y 

más de mil empleados cuando expresó que solo podía reclamar el 

pago de los salarios de aquellos que lo habían autorizado a así 

hacerlo. En particular, el abogado expresó en la Moción en 

cumplimiento de orden y en solicitud de orden lo siguiente: 

No obstante, aunque los derechos de todos los 

empleados de ASDA están claramente establecidos, 
sólo aquellos que autorizaron a los abogados de la 

Parte Demandante a incluirlos como demandante han 
recibido el pago de los aumentos salariales en 
cumplimiento con la Sentencia. Esto fue así porque los 

derechos son rogados y, aunque este Honorable 
Tribunal reconoció sus derechos y esa determinación 
es final y firme, cada empleado debe comparecer y 

hace valer ese derecho.56 

 Queda meridianamente claro entonces que el foro primario 

limitó el pago de su “sentencia declaratoria” y dicha decisión 

advino final y firme. A nuestro juicio, el presente caso no es el 

adecuado para revisar la validez y extensión de dicho dictamen. Si 

la parte apelada entendía que debía considerarse parte del pleito 

de Andino Gaudín, tenía la obligación de presentar sus 

planteamientos de Derecho en el referido caso, ya fuera cuando el 

TPI limitó los efectos de la sentencia declaratoria o, como veremos 

más adelante, cuando la solicitud de intervención fue denegada. 

En fin, resolvemos que la Sentencia declaratoria dictada en el 2005 

no tuvo el efecto de interrumpir el periodo de prescripción del 

Grupo A y B. La Sentencia declaratoria tampoco convirtió al Grupo 

A y B en partes del caso Andino Gaudín. De modo que la única 

alternativa que tenía el TPI era examinar si la parte demandada en 

efecto renunció a la prescripción ganada respecto al Grupo A y B. 

                                                 
56 Recurso de apelación, Apéndice, pág. 74. 
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El 19 de octubre de 2007, el TPI dictó Resolución en Andino 

Gaudín donde resolvió que no estaban en controversias las 

reclamaciones principales “de todos aquellos demandantes que 

se identifican en las listas que incluyen como anejos (1-4) de 

moción en cumplimiento de orden presentada por los demandantes 

en 9 de octubre de 2007”. (Énfasis nuestro).57 Es de notar que el 

TPI fue claro al establecer que su Resolución se refería a los 

demandantes y no a todas las personas de las listas. Aun así, en el 

caso de autos los apelados insistieron ante el TPI en que sí 

formaron parte de las listas sometidas en Andino Gaudín. 

Asimismo, reiteraron que las listas tenían el propósito de emitir el 

primer pago parcial, pues allí constaba su información y el monto 

de la reclamación.58 

Hemos examinado con detenimiento la moción presentada el 

9 de octubre de 2007 ante el TPI en el caso de Andino Gaudín. 

Dicho escrito y sus anejos fueron presentados en el caso de 

epígrafe con una moción ponchada el 13 de agosto de 2010. En 

efecto, en las listas aparecen el Grupo A, B , C y D. La única 

empleada que no aparece en dichas listas es Elizabeth Álvarez 

Morales.59 Del contenido de la moción no surge de manera 

específica que la misma hubiese representado una estipulación de 

las partes sobre el reclamo de cada uno de los demandantes 

incluidos en las listas. Sin embargo, la moción sí menciona que los 

listados fueron el producto de comunicaciones y reuniones entre 

las partes. 

Los demandantes del caso Andino Gaudín expresaron cuatro 

asuntos que deseaban aclarar ante el TPI, a saber: una reducción 

a consecuencia de un alegado aumento en un cargo al Plan de 

                                                 
57 Íd., pág. 189. 
58 Íd., pág. 425. 
59 Íd., págs. 89-183 
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Reclasificación y Retribución; la omisión en las listas de los 

empleados nombrados desde el 2002 en adelante60; la falta de 

incluir el pago de las aportaciones patronales y; la ausencia del 

cómputo de los intereses por mora.61 En las listas se nombró a 

cada uno de los empleados del Grupo A, B  C y D y se 

mencionaron las cuantías de sus reclamaciones. 

En ese sentido, nos resulta razonable colegir que el propósito 

de las listas preparadas por la ASDA era tener un instrumento 

para pagar las reclamaciones de los empleados allí incluidos y 

constituyó una renuncia a la prescripción ganada respecto al 

Grupo A y B. Lo anterior es más patente cuando se examina la 

Minuta que ordenó la preparación de las listas. En la Vista de 

seguimiento, celebrada el 5 de septiembre de 2007 en Andino 

Gaudín, el TPI hizo constar unos acuerdos entre los abogados, 

entre ellos lo siguiente: 

Se acordó que el 17 de septiembre de 2007, los 

abogados trabajarán sobre una lista de empleados con 
una información completa y precisa que le aplique a 

cada reclamante y les permita fijar cuál es el beneficio 
al que tendría derecho bajo las aplicaciones de las dos 

leyes.62 

Por consiguiente, coincidimos con el TPI en que la 

preparación de las listas sí constituyó una renuncia a la 

prescripción ganada. La renuncia debe considerarse una 

extrajudicial, pues los empleados aquí apelados no fueron parte del 

pleito Andino Gaudín. No encontramos en el expediente otra 

explicación para justificar la existencia de dichos nombres en las 

listas ni razón para no considerar la lista aun cuando fuese el 

resultado de un proceso judicial. A nuestro juicio, el análisis 

esbozado armoniza con los principios de buena fe y manos limpias 

                                                 
60 Ninguno de los empleados listados en la determinación de hecho número 31 

fueron nombrados en el 2002 o en un momento posterior. Íd. 
61 Íd., págs. 85-87. 
62 Autos originales caso Andino Gaudín, Tomo 4, pág. 235. 
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que debe regir el comportamiento de las partes durante un litigio. 

En consecuencia, el derecho del Grupo A y B de reclamar los 

salarios renació el 9 de octubre de 2007 y tenía 3 años para 

entablar su reclamación. 

En esta coyuntura podemos atender la situación del Grupo 

C que está compuesto por quienes cesaron funciones entre el 31 de 

mayo de 2006 al 18 de diciembre de 2006. Estos empleados solo 

pueden prevalecer en sus reclamos si se determina que las listas 

sometidas el 9 de octubre de 2007 constituyeron un 

reconocimiento de deuda por parte del aquí apelante. El 

reconocimiento de la deuda es una de las maneras que el Código 

Civil de Puerto Rico establece para interrumpir un plazo de 

prescripción. Si los actos de la parte demandada fueron suficientes 

para renunciar a la prescripción ganada, también justifican la 

aplicación de la figura del reconocimiento de deuda. 

La renuncia conlleva reconocer el derecho que a otro le 

asiste y en este caso la parte demandada reconoció las cuantías 

salariales que le adeudaba a cada uno de los empleados del Grupo 

A, B y C. En dichas listas se particularizó la situación de cada 

empleado y, a nuestro juicio, fue un acto idóneo por parte del 

deudor. Siendo el acto de someter las listas uno interruptor del 

plazo prescriptivo, el Grupo C también tenía disponible hasta el 9 

de octubre de 2010 para presentar la Demanda. 

El 23 de diciembre de 2009, el Grupo A, B y C solicitaron 

intervenir en Andino Gaudín y el TPI decidió no permitirlo el 14 de 

enero de 2010. Consideramos que la solicitud de intervención 

interrumpió el nuevo periodo prescriptivo y, por consiguiente, la 

Demanda  fue incoada en tiempo. La parte apelante argumentó en 

su escrito apelativo que la inclusión de los apelados en las listas 

del 2007 fue una inadvertencia. Arguyó que los empleados aquí 
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reclamantes formaron parte de las listas sin la autorización, 

conocimiento y aprobación del “deudor”.63 Sin embargo, no 

encontramos que este planteamiento se hubiese formulado al TPI. 

El fundamento de ausencia de autorización, conocimiento y 

aprobación no fue expuesto en ninguna de las mociones, 

oposiciones y réplicas relacionadas con el asunto de la 

prescripción. Tampoco fue discutido en la solicitud de 

reconsideración. Por lo tanto, estamos impedidos de considerar 

asuntos y alegaciones que no le fueron planteadas al foro apelado. 

Véase Carlos Iván Meléndez González y otros v. M. Cuebas, Inc. y 

otros, supra; Trabal Morales v. Ruiz Rodríguez, 125 D.p.R. 340, 351 

(1990). A pesar de que estamos ante la revisión de la adjudicación 

de una moción de sentencia sumaria, lo cual significa que 

podemos considerar la prueba que estuvo ante la consideración del 

foro primario, no encontramos en el expediente una declaración 

jurada u otro documento que sostenga la alegación de la parte 

apelante para concluir lo alegado por la parte apelante. 

La única persona que no figuró en dichas listas fue Elizabeth 

Álvarez Morales. Hemos examinado con sumo detenimiento las 

listas y no aparece su nombre. No fue hasta el 28 de octubre de 

2010 que solicitó ser incluida en la Demanda de epígrafe a través 

de una Moción presentando demanda enmendada. Según la 

determinación de hecho número 31 de la sentencia apelada, 

Elizabeth Álvarez Morales cesó de prestar servicios el 31 de enero 

de 2005. En ese sentido, no se benefició de los efectos de: la 

solicitud de certificación de pleito de clase; las listas sometidas el 9 

de octubre de 2007 y; la solicitud de intervención en Andino 

Gaudín. La reclamación de Elizabeth Álvarez Morales debió ser 

                                                 
63 Alegato de la apelante, pág, 23. 
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presentada en o antes del 31 de enero de 2008 y, al no hacerlo, 

prescribió su acción de cobro de salarios.64 

 En suma, las determinaciones de hechos formuladas por el 

TPI en la sentencia apelada permiten concluir que la reclamación 

de los demandantes fue interpuesta oportunamente, excepto la 

incoada por Elizabeth Álvarez Morales. Los errores imputados solo 

proceden en cuanto a ésta última empleada en la medida que está 

no formó parte de las listas del 9 de octubre de 2007 y no contra el 

resto de los empleados. Por los fundamentos expuestos, 

modificamos la Sentencia dictada por el TPI a los únicos fines de 

desestimar la acción instada por Elizabeth Álvarez Morales y, así 

modificada, procedemos a confirmar el resto del dictamen. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

El Juez Steidel Figueroa disiente sin opinión escrita. 

 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
64 De la lista incluida en la determinación de hecho número 31 de la sentencia 

apelada no mencionamos los siguientes empleados: Héctor Rosado Hernández, 

Anselmo Rodríguez Marrero, Wenceslao Rodríguez Díaz, Alberto Rivera Sánchez, 

Catherine Rivera Ledesma, Jesús Rivera Fermaint, Agustín Martínez Bermúdez, 

Enid b. Juan Ortiz, Adalis Florenciani Acevedo, Nelson Feliciano Calero y José 
Raúl Díaz Díaz. Estos empleados no dejaron de prestar servicios en o antes de 

febrero de 2007 y, por tanto, no estaban incluidos dentro de la solicitud de 

desestimación presentada por la parte demandada.  


